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Lejos de alcanzar conclusiones definitivas, la discusión sobre el gobier­
no de las metrópolis no deja de renovarse. En la arena de los temas 
públicos se ha vuelto inevitable analizar el desafío que tienen los go­
biernos locales no sólo para gobernar un mayor número de habitantes, 
sino que ese aumento de población trae implícita la aparición de fun­
ciones más especializadas y de mayor sofisticación. No es en este sen­
tido fortuito que desde hace algunas décadas los círculos de tomadores 
de decisiones, de expertos, de urbanistas, dediquen sus esfuerzos al 
tema de la adaptación de un modelo institucional y a la búsqueda de 
una fórmula de gestión pública capaz de canalizar las tendencias de­
mográficas y la multiplicación de los problemas sociales que se dan en 
los territorios metropolitanos. 

Desde hace algunos años asistimos en México a la emergencia y 
consolidación de un consenso a propósito de la necesidad de modi­
ficar el gobierno local para adecuarlo a los desafíos impuestos por 
las grandes concentraciones urbanas, en especial en las metrópolis. 
El argumento que se moviliza habitualmente acusa la disociación 
entre, por una parte, el territorio funcional en el que se despliegan 
las actividades económicas y los problemas de ls sociedad, y sobre el 
cual una intervención pública coordinada sería más eficiente, y por 
otra parte, el territorio correspondiente a la representatividad demo­
crática, expresado hoy en día por municipios, estados, delegaciones, 
etc. Lo anterior llevaría a plantear en un segundo tiempo que la vía 
más adecuada para salvar tal problema es la "coordinación" de auto­
ridades implicadas en una región metropolitana o aun la instauración 
de un gobierno metropolitano.1 En esta concepción se revelan como 
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1 L a idea de la necesidad de una mayor coordinación no es nueva y ha sido lúcida­
mente documentada por diversos estudios. Por mencionar algunos: Negrete et al. (1993), 
Castillo et al. (1995), Eibenschutz (2000), Iracheta (2004), Metrópoli 2025 (2006) y 
Lezama (2006). 
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rasgos definitorios el que el territorio de la metrópoli es vislumbrado 
con independencia de las entidades jurídico administrativas (muni­
cipios, delegaciones) que lo constituyen, y el que se trata de fenóme­
nos y problemas cuya gestión puede concebirse únicamente a una 
escala diferente, digamos superior, a la de esas entidades. Es decir, 
se hace un llamado a una ejecución coordinada de las políticas mu­
nicipales o delegacionales. 

Se trata en efecto de una concepción prácticamente consensual; 
sin embargo la unanimidad suele ser sospechosa pues disimula la 
complejidad de la realidad y la heterogeneidad de las percepciones. 
En este sentido ese consenso merece ser sometido a algunas interro­
gaciones pues por el contrario, más que demandar una solución única, 
los problemas y desafíos de un espacio metropolitano son asuntos a 
resolver, tema por tema, territorio por territorio. 

Ahora bien, si la necesidad de coordinación metropolitana es 
unánime, las propuestas en cuanto a cuál debe ser la fórmula o mode­
lo adoptado para alcanzarla es menos consensual. La pregunta se re­
fiere entonces a cuál es el modelo que puede contribuir a mejorar las 
condiciones para gobernar una metrópoli. Se trata de saber si en el 
movimiento que toma conciencia del cambio de escala en la emergen­
cia y formulación de problemas metropolitanos concretos, debe darse 
por hecho que dicho cambio demanda respuestas gubernamentales 
de instancias con una nueva escala (poderes metropolitanos o regio­
nales); o bien, si a este desafío pueden corresponder repuestas desti­
nadas a esas nuevas escalas (metrópolis o regiones) pero lanzadas 
desde las instancias ya establecidas (acciones municipales coordinadas). 
Dicho en otros términos, habrá en última instancia que responder a 
la pregunta sobre si los problemas de las metrópolis requieren inelu­
diblemente la respuesta de un gobierno metropolitano, o bien si es 
posible articular una gestión de los asuntos comunes sin que ello ame­
rite la institucionalización de un poder a esa escala. 

Caracterizar la metrópoli: agregado de problemas 
con geometría variable 

Definir la expresión metrópoli podría convertirse en un ejercicio poco 
eficiente para los fines de esta reflexión; seleccionar una definición 
tampoco contribuiría en mucho a nuestros propósitos. Aunque la si­
nonimia asociada a territorios urbanizados no facilita este tipo de 
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ejercicios,2 conviene al menos evocar algunas de las convenciones que 
rigen el uso de este término, o bien referir algunos de los rasgos con 
los que se caracteriza en México el territorio de las metrópolis. 

Desde hace algunos años las élites políticas, de la administración, 
así como algunos círculos académicos y de profesionales del urbanis­
mo adoptaron, y comenzaron a divulgar una concepción de lo urbano 
que para entonces era nueva en cierto sentido. No se trataba solamen­
te de una visión que insistía en un cierto aspecto catastrófico del de­
venir de las grandes aglomeraciones, sino que en ese ejercicio inédito 
de diagnóstico se hacían intervenir ciertos elementos científicos y 
técnicos hasta entonces ausentes: la economía urbana, la de trans­
portes, la estadística y la sociología urbana comenzaron así a dar 
tono a una hasta entonces palidecida caracterización de la ciudad. 
Desde entonces nuevos elementos comenzaron a expresar los rasgos 
del fenómeno urbano: flujos de desplazamientos, modalidades de 
acceso al suelo, lógicas de su ocupación y utilización, en fin, confor­
maciones de una geografía socioeconómica de los asentamientos 
humanos. 

En este sentido, en la determinación de eso que convierte a una 
simple concentración de personas y actividades sobre un territorio en 
una metrópoli, se ha superado la lógica del criterio demográfico, ha­
ciendo intervenir algunas consideraciones de orden económico y ju ­
rídico administrativo. Ello no clausura desde luego la discusión sobre 
lo que define a las metrópolis ni sobre la jerarquía de las ciudades, 
temas a los que suele conducir el debate que asocia metropolización 
y mundialización. Tal reflexión, que comienza apenas a marcar sus 
derroteros, permite vislumbrar el hecho de que son las funciones que 
la ciudad desempeña en el marco de la economía mundial lo que va 
a caracterizarla y habrá de otorgarle no sólo el estatus de metrópoli 
sino de metrópoli internacional.3 Si bien para los próximos años algu-

2 Si bien no se trata de sinónimos en sentido estricto, algunas expresiones que 
suelen utilizarse indistintamente para referir este tipo de concentraciones son las de 
ciudad, aglomeración, área o región metropolitana (definida en términos de dinámica 
urbana, más allá de la aglomeración, dada por la interacción permanente entre población 
-desplazamientos domicilio trabajo- y territorio), metrópoli mundial o internacional, 
archipiélago megalopolitano, conurbación, megaciudad, ciudades gigantes, ciudades 
tentacularias, ciudad-monstruo, monstruópoli. 

3 Una metrópoli internacional puede ser caracterizada no solamente en función 
del factor demográfico (más de un millón de habitantes), sino por sus funciones: i) la 
naturaleza de las actividades económicas secundarias y sobre todo terciarias (comercia­
les, financieras, servicios a empresas...); ii) la presencia (domicilio social) de corpora­
ciones trasnacionales; iii) la presencia de actividades financieras; iv) el ser un polo de 
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ñas metrópolis mexicanas podrían tener esta condición, para nuestros 
fines ello es sólo un dato marginal. Interesa en cambio hacer notar 
que aunque la expresión "metrópoli" se venía generalmente utilizando 
sólo en el caso de las tres o cuatro aglomeraciones urbanas más pobla­
das (México, Guadalajara, Monterrey y Puebla), gracias a un reciente 
esfuerzo interinstitucional en el que se combinaron criterios demográ­
ficos, pero también económicos, espaciales yjurídico administrativos, 
se definieron las zonas metropolitanas de México (en adelante ZM) . 4 

Como resultado de esta iniciativa se determinó que existen 55 ZM en 
las que habitan 51.5 millones de personas: 52.8% de la población na­
cional. Las 11 más grandes ZM que según las estimaciones oficiales tienen 
hoy en día o tendrán más de un millón de habitantes en 2020 son las 
que de forma más recurrente plantean la cuestión sobre la necesidad 
de constituir poderes a escala metropolitana (véase el cuadro 1). 

Ciertamente las proyecciones de crecimiento demográfico para 
esas metrópolis no parecen un dato alarmante. Sin embargo sí lo es si 
se considera que la concentración de personas y de actividades es lo 
que vuelve complejas las tareas tradicionalmente adjudicadas a gobier­
nos locales. Se trata de realizar las funciones tradicionales, pero en este 
caso para un mayor número, problema nada trivial en un escenario de 
creciente escasez de recursos; asimismo se trata de atender la emergen­
cia y expansión de otros fenómenos sociales. Asociados a esos nuevos y 
a los tradicionales fenómenos sociales que se presentan en las áreas 
metropolitanas, algunos de los retos más apremiantes de su gobierno 
se refieren al ordenamiento del territorio, a la movilidad y a los dife­
rentes aspectos que se le relacionan (gestión de la circulación, los 
desplazamientos y los transportes urbanos), a la exigencia de los servi­
cios públicos urbanos (agua potable, drenaje, energía, telecomunica­
ciones, alcantarillado, alumbrado, recolección y tratamiento de resi­
duos. . . ) , a la demanda de acceso al suelo y a vivienda, y a la creciente 

comunicación e información; v) de intercambio (de personas, capitales, servicios, pro­
ductos, información); vi) de distribución y redistribución de capitales, bienes y servicios; 
y finalmente, vii) por desempeñar una política (40% de las 100 más grandes ciudades 
son capitales) (Antier, 2005). 

4 Se trató de un esfuerzo encaminado a fijar un marco de referencia c o m ú n para 
los tres niveles de gobierno en la planificación y gestión del espacio metropolitano (lo 
que sólo constituye un primer paso pues la Ley General de Asentamientos Humanos se 
sigue refiriendo hoy en día a las "zonas conurbadas" como figura jurídica para la plani­
ficación); al mismo tiempo se buscó crear una base conceptual y metodológica de la 
configuración territorial de las zonas metropolitanas, susceptible de actualización y con 
base en la cual generar estadísticas. En fin, esta delimitación implicó a su vez una defi­
nición común (Sedesol, Conapo e INEGI, 2004). 
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reivindicación del cuidado al ambiente, el combate a la contaminación 
y la gestión de espacios verdes. En adición a éstos, se desarrollan en 
forma incesante otros problemas relacionados con los riesgos tanto 
naturales como de seguridad, sanitarios, industriales y tecnológicos; o 
bien, asociados al fenómeno de la exclusión, a las mutaciones de las 
relaciones laborales y en fin, a la reestructuración física y simbólica de 
los espacios. Esas transformaciones están acompañadas de procesos 
de fracturas sociales y de la degradación del equilibrio ciudadano: la 
noción de "urbicidio" evoca tanto las heridas físicas como las fracturas 
mentales que afectan a algunas ciudades y a sus habitantes. 

Al examinar estos problemas se advierte claramente que se trata 
de fenómenos con geometrías variables. En efecto, ni el territorio de 
un fenómeno social o económico asociado a una área metropolitana 
es equivalente a la geografía de demarcaciones jurídico administrati­
vas específicas, ni es el mismo que el territorio de otro fenómeno. Esto 
es importante pues luego que se aboga por la conformación de un 
gobierno metropolitano, el argumento esgrimido con mayor regula­
ridad es el de dar convergencia a la geografía de competencias jurí­
dicas con la geografía del problema en cuestión; pero este argumen­
to parece omitir que cada problema, en función de su naturaleza, 
tiene una geografía específica. Tratándose de problemas de transpor­
te, seguridad pública o "espacio funcional" de las actividades econó­
micas preponderantes, esta pluralidad de territorios resulta evidente: 
la geografía del problema del tráfico o del transporte público en una 
zona metropolitana no es similar a esa de los flujos de sus residuos 
urbanos o de sus aguas residuales, y será imposible crear un poder 
público con ámbito territorial a la medida de cada uno de esos pro­
blemas. Esa disociación es aún más nítida en el caso de los temas 
ambientales: ni la cuenca del Valle de México se agota en los límites 
de las 75 entidades (municipios y delegaciones) reconocidas como la 
Zona Metropolitana del Valle de México (Sedesol, Conapo e I N E G I , 

2004: 56); ni los límites de los territorios, en donde las aguas residua­
les y desechos sólidos de las áreas metropolitanas de Guadalajara, 
Monterrey o Puebla-Tlaxcala producen impactos, son los mismos de 
los municipios que conforman sus ZM; ni desde luego las trayectorias 
de corrientes subterráneas de agua contaminada o de vientos con alta 
concentración de partículas tóxicas respetan las demarcaciones jurí­
dico administrativas. Ante esta diversidad de territorios, la disociación 
entre geometrías funcionales y geometrías jurídico administrativas 
deviene prácticamente irresoluble. 
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Así, la cuestión a propósito de cómo gobernar las zonas metropo­
litanas se refiere a la de cómo afrontar los diferentes territorios que 
supone cada problema de los que se debe ocupar la gestión de un área 
metropolitana. Dicho en otros términos, la pregunta sería cómo en­
contrar, si la hay, la escala idónea para enfrentar con mayor eficiencia 
y eficacia esos desafíos. 

Esta interrogación no debe sin embargo opacar otra, quizá menos 
movilizadora pero sin duda apropiada: sumergidos en la cuestión re­
lativa a cuál es la escala adecuada para entender cada uno de esos 
problemas, urbanistas, expertos y tomadores de decisiones no prestan 
atención suficiente a la cuestión sobre si esas geografías variadas deben 
o no dar lugar a un cambio de escala en el poder político administra­
tivo. Hacer frente a esa interrogante no es desde luego una tarea 
exenta de complicaciones. Los mecanismos, soluciones y dispositivos 
formulados para la construcción de un arreglo gubernamental para 
las metrópolis suelen estar empañados por la cortina del mito de la 
solución "políticamente neutra", y aunque no ignoramos que muchas 
de las soluciones propuestas difícilmente son ajenas al juego político, 
intentaremos sustraernos a ese aspecto para examinar algunas de las 
opciones. 

Entre la reinvención del gobierno o la búsqueda de un sucedáneo 
para la metrópoli 

En menos de una década han aparecido algunas respuestas públicas al 
tema metropolitano. Como caso emblemático, la Zona Metropolitana 
de la Ciudad de México ha propiciado diversas iniciativas que van desde 
la elaboración de instrumentos de planificación,5 pasando por la crea­
ción de comisiones de coordinación creadas ad hoc para temas especí­
ficos,6 hasta la reciente Declaratoria de la Zona Metropolitana del Valle 
de México y la creación de un fondo de obras y servicios para solventar 

5 Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México 
(Comisión Metropolitana de Asentamientos Humanos, 1998). 

6 E n realidad se creó también un órgano de carácter general - la Comisión Ejecu­
tiva de Coordinación Metropolitana en 1992- así como diversas comisiones ad hoc. la 
Comisión Metropolitana de Seguridad Pública y Procuración de Justicia de 1994, 
la Comisión Metropolitana de Asentamientos Humanos (Cometah) de 1995, la Comisión 
Ambiental Metropolitana (CAM) de 1996, la Comisión Metropolitana de Transporte y 
Vialidad de 1998, la Comisión Metropolitana de Protección Civil de 2000 y la Comisión 
Metropolitana de Desechos Sólidos de 2003. 
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proyectos y acciones de alcance metropolitano.7 En tanto que preocu­
pación, la cuestión metropolitana no es sin embargo privativa de la 
Ciudad de México; los temas metropolitanos se convierten progresiva­
mente en temas de agenda pública y de estudio en otras de las metró­
polis mexicanas.8 Como se ha mencionado, aunque en la mayoría de 
los casos se habla de la necesidad de una mayor coordinación entre las 
autoridades que confluyen en las zonas metropolitanas, ese consenso 
oculta que en la cuestión de cómo alcanzar tal coordinación se enfren­
tan posiciones diversas y que, en algunos momentos y bajo ciertas cir­
cunstancias, la disensión parece insuperable. Más allá de los particula­
rismos y especificidades de la arquitectura de las instituciones mexicanas, 
creemos conveniente revisar el debate sobre la coordinación o estable­
cimiento de poderes metropolitanos, pues discutir cómo solucionar los 
desafíos que enfrentan las metrópolis carecerá de sentido si no se co­
mienza por identificar los contornos del análisis de un cambio hacia 
un gobierno metropolitano. Cómo gobernar una metrópoli puede de 
esta manera formularse como la cuestión sobre cuál es la mejor estruc­
tura de gobierno o la mejor forma de organización de éste para enfren­
tar los problemas metropolitanos. 

En la discusión sobre el modelo para gobernar las metrópolis las 
posiciones suelen aparecer, como lo mencionamos, en polos opuestos 
e incluso irreconciliables. Planteado bajo la fórmula "consolidación 
versus fragmentación", este escenario dicotòmico lanza la cuestión 
misma acerca de la pertinencia de avanzar hacia la fusión de gobiernos 
de territorios contiguos (consolidación) o bien de permanecer en un 
esquema de no fusión (fragmentación) (Carmichaely Midwinter, 2000). 
En cuanto al debate sobre el modelo del poder público en un territo­
rio metropolitano, la discusión plantea generalmente la alternativa 
entre un gobierno con mandato específico versus un gobierno con 
mandato general; y aun entre un gobierno electo versus un gobierno 
designado (Barlow, 1991). 

El principal argumento de la "consolidación" o constitución de 
poderes metropolitanos supone la conveniencia de una organización 
a gran escala, de una planificación estratégica de largo plazo y de la 
combinación de habilidades para superar las limitaciones del gobierno 

7 Gaceta Oficial del Distrito Federal del 23 de enero de 2006. 
8 Sea sobre temas específicos como la basura en la ZM de Guadalajara (Bernache 

et ai, 1998), la contaminación en la ZM de la Ciudad de México (Lezama, 2003), la 
planificación en la ZM de Monterrey (Garza, 1998), o el agua en la ZM de San Luis Po­
tosí (Rosillo y Santos, 1999), el hecho es que es creciente la preocupación por el tema 
de la gestión metropolitana. 
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pequeño; es decir, postula que a mayor escala de la autoridad corres­
ponde mayor eficiencia (especialmente por el aprovechamiento de las 
economías a escala). Otros argumentos hacen referencia a que los 
patrones de movilidad y la urbanización demandan soluciones en el 
ámbito metropolitano; mientras que otros recurren a una supuesta 
mayor capacidad para la recaudación fiscal y para la eficientización del 
gasto. La idea de la "consolidación" no está sin embargo al abrigo de 
críticas. Algunas de ellas consideran que una estructura mayor está más 
alejada del ciudadano y desincentiva la participación; adhieren las 
supuestas ventajas del gobierno de proximidad y en fin, la idea según 
la cual "lo pequeño es bello". Se trata en suma, de argumentos a favor 
de la "fragmentación" basados en la corriente de pensamiento de la 
"elección pública" y que adhieren las ideas que a partir de los ochenta 
abogan por el adelgazamiento del Estado y la transferencia de funcio­
nes hacia gobiernos inferiores y al sector privado. Desde los trabajos 
seminales de Tiebout (1956, 1961) sobre la economía política metro­
politana, la corriente de pensamiento de la "elección pública" había 
opuesto serias objeciones a la "consolidación" fundamentalmente en 
dirección de reformas institucionales hacia la fragmentación funcional 
y territorial. Sin embargo, sólidas críticas lanzadas contra la fragmen­
tación plantean que aunque ésta no impide la planeación y coordina­
ción, sí las dificulta gravemente. 

En lo que se refiere a los criterios para definir la conformación de 
un poder público metropolitano, destacan el que distingue el propó­
sito de la entidad instituida, y luego un segundo basado en la repre-
sentatividad (Barlow, 1991). Con base en el primer criterio, la entidad 
puede ser de propósito general o especial, mientras que en función 
de la representatividad la entidad puede ser electa o designada. 
La combinación de estos criterios permite identificar cuatro tipos 
de entidades: i) de propósito general representativo (son los ca­
sos de Singapur, Beijing, Londres o bien, los gobiernos de los distritos 
metropolitanos de Bogotá o Quito); ii) de propósito especial represen­
tativo; iii)de propósito general no representativo (como en Santiago, 
gobernada por un intendente designado por el presidente de la Re­
pública); y iv)de propósito especial no representativo (como es el caso 
de las comisiones ad hoc para la Zona Metropolitana del Valle de Méxi­
co o Barcelona). 

En los dos primeros casos, la democracia y el control de cuentas 
se ven favorecidos por lo menos mediante el mecanismo de control 
que representa la elección. En el caso de autoridades designadas se 
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argumenta por el contrario que al no estar sujetas al mandato ciuda­
dano, su operación y funcionamiento están a salvo de los intereses 
políticos, y que se encuentran más estrechamente acotados por condi­
cionamientos técnicos. Sin embargo es inobjetable que implican un 
menor quantum de democracia y de control de cuentas. 

En los hechos, fórmulas intermedias han permitido atemperar los 
inconvenientes de una u otra fórmula. Sin embargo aún es atrevido 
extraer conclusiones determinantes, pues si técnicamente son favora­
bles, su aceptación está lejos de ser unánime. Négrier (2005) llama la 
atención sobre la resistencia de la población y los tomadores de deci­
siones a la instauración de figuras formales de gobierno metropolitano 
en experiencias generalmente citadas como exitosas: ni en el Gran 
Montreal, ni en la Comunidad de Madrid o bien la de Barcelona, la 
adhesión al gobierno metropolitano ha estado exenta de resistencias, 
al grado de que en algunos casos como en el catalán y el inglés se han 
alternado fases de metropolización institucional con otras de regresión 
municipal. 

Una coordinación ad hoc al caso mexicano 

Ante la ausencia de experiencias conclusivas en la conformación de 
poderes metropolitanos, optar por un modelo de gobierno para las 
metrópolis mexicanas puede ser infructuoso. Una primera elección 
sería la de renunciar a grandes reformas y buscar un arreglo que con¬
cilie, por un lado, la estructura institucional del gobierno local en el 
régimen jurídico mexicano, y por el otro, las cambiantes y crecientes 
necesidades de las poblaciones metropolitanas. Encontrar la fórmula 
que logre satisfacer esta doble exigencia con dosis razonables de regu­
lación estatal, de autonomía de municipios, de transferencia de activi­
dades al sector privado y de participación ciudadana, sería superar las 
pretensiones de esta reflexión. Nos proponemos tan sólo sugerir algu­
nas ideas para aproximarse a esa receta. 

Algunos especialistas han insistido en las ventajas de la cooperación 
entre municipios, sea en un contexto de metropolización (Barlow, 
1991: 18; Lefévre, 1998) o incluso sin mediar contigüidad geográfica 
(Gilbert et al., 1996: 36; Paz, 2005). La colaboración se presenta en 
efecto como una condición para mejorar las capacidades que de ma­
nera aislada impiden a estos gobiernos enfrentar adecuadamente sus 
responsabilidades. En esta perspectiva son dos los objetivos de esta 
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última parte de la reflexión: plantear cómo, a propósito de acciones 
en materia de gobierno metropolitano, el asociacionismo intermuni­
cipal se presenta como una solución viable; para luego discutir sobre 
la forma en la cual el contrato, en tanto técnica asociada de manera 
creciente en la literatura a las técnicas de gobernanza,9 puede constituir 
un elemento clave en esta mutación del gobierno municipal. 

Las formas de cooperación entre gobiernos locales son variadas. 
Las modalidades adoptadas en Europa van del extremo de la fusión 
de municipios (Reino Unido, Alemania, países escandinavos) al uso de 
instrumentos de cooperación que buscan evitar la multiplicidad y re­
dundancia de servicios administrativos y que se destinan a funciones 
específicas en territorios de geometría diversa. Asociados genéricamen­
te a la noción de cooperación intercomunal, estos esquemas se adop­
tan en los Países Bajos, Luxemburgo, Austria, Suiza, y desde luego en 
Francia (syndicats), España, Italia (consorzi) y Portugal {associagáo) 
(Négrier, 2005: 30). 

En México, más de treinta años de silencio y parálisis en la coor­
dinación intermunicipal revelan el arraigo de una indisposición al 
ejercicio conjunto de competencias en los municipios.10 Sólidamente 
enraizada en el régimen constitucional mexicano, la autonomía mu­
nicipal hace parecer difícil esa coordinación, pero aún más remota 
sería la adopción de la fusión. Parece ineludible, insistimos, buscar la 
fórmula para conciliar la necesidad de afrontar las geografías variadas 
de los problemas metropolitanos y la participación de gobiernos mu­
nicipales. Aunque el suministro y gestión de los servicios urbanos de­
manda, cada vez en mayor número de casos, un cambio en la escala 
de facultades del organismo responsable, quizá la solución viable con­
sista en hacer intervenir esquemas de articulación de los actores invo­
lucrados en la gestión de esos territorios funcionales que marcan esa 
"nueva escala". La coordinación intermunicipal figura así como un 
recurso por el cual los municipios puedan articular sus esfuerzos y 
hacer frente a compromisos que, como en el caso de los relativos a la 
infraestructura para la prestación de servicios públicos, representan 
esfuerzos demasiado onerosos. Entre otras opciones, esa coordinación 
puede adoptar la forma del asociacionismo. 

9 Esa literatura es amplia, a guisa de ejemplo remitimos a Lascoumes y Le Gales 
(2004) y Gaudin (2004). 

1 0 L a figura de la conurbación en aras de una acción coordinada entre municipios 
adyacentes está prevista desde la Ley General de Asentamientos Humanos de 1976, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de mayo de ese año. 
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Sin ser una práctica extendida, el asociacionismo municipal en 
México ha venido desarrollándose de manera creciente: en el año 2000, 
de 2 427 municipios, 527 estaban implicados en asociaciones.11 Se trata 
sin embargo de un fenómeno marginal si atendemos a su formalización 
jurídica: la mayoría de las veces se trata de asociaciones de facto des­
provistas de un contrato formal (Santín, 2003: 152). Esta modalidad de 
gestión local comienza a generar en todo caso un interés creciente: un 
programa federal, el programa Habitat, estimula la asociación formali­
zada de municipios conurbados con el fin de articular esfuerzos y re­
cursos institucionales en objetivos de combate a la pobreza y mejora­
miento del habitat popular, pero también para fomentar el desarrollo 
de infraestructura, de equipamiento urbano, de conservación ambien­
tal y de recolección y tratamiento de residuos.12 En una etapa embrio­
naria, las potencialidades de la asociación formal de municipios pueden 
representar una salida a la doble exigencia de coordinar esfuerzos -no 
solamente entre municipios, sino entre éstos, los gobiernos estatales y 
el federal- para satisfacer necesidades de las poblaciones en las metró­
polis; ello sin afectar la estructura político administrativa de los muni­
cipios (véase el cuadro 2). 

Pero la acción pública metropolitana hace intervenir no sólo los 
gobiernos municipales (y delegacionales), participan también empre­
sas parapúblicas, privadas, grupos económicos, círculos de expertos y 
asociaciones de ciudadanos. Aunque no es la regla, en algunos casos 
la naturaleza de la acción pública propicia que la participación del 
gobierno sea no como autoridad, sino como un actor que se relaciona 
de igual a igual con los demás participantes. Esta característica se ob­
serva de forma clara en algunos convenios para la urbanización, cons­
trucción de vialidades, infraestructura para el tratamiento de aguas 
residuales o de residuos. Ello no facilita las cosas pues si en las institu­
ciones públicas los escenarios son inciertos, fuera de la estructura de 
ellas los efectos de la acción pública son todavía menos previsibles. La 
formalización de la coordinación busca en este sentido reducir esa 

1 1 E l establecimiento de asociaciones intermunicipales ha obedecido a la necesidad 
de coordinar acciones de diversos municipios en temas específicos. Se trata, en suma, de 
dispositivos ad hoc. De acuerdo con datos de la Secretaría de Desarrollo Social, el mayor 
número de asociaciones lo han motivado acciones en materia de seguridad pública 
(36%), de agua (19%), recolección de basura (15%), pavimentación (17%), caminos 
rurales (11%) (Indesol e INEGI, 2000). El número de municipios corresponde a datos 
de 2000. E n febrero de 2007 existían 2 438 municipios. 

1 2 Véase por ejemplo el "Acuerdo que publica reglas de operación del Programa 
Habitat", DOF, 25 de marzo de 2003, 23 de marzo de 2004 y 17 de febrero de 2006. 
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incertidumbre. Le Gales (1995) insiste en que la diferenciación y au-
tonomización de subsistemas sociales lleva a interesarse en el gobierno 
y sus instrumentos pero además en mecanismos de negociación entre 
diferentes grupos, susceptibles de hacer posible la acción gubernamen­
tal. En este sentido no se trata solamente de coincidir en la necesidad 
de negociación y coordinación, sino en hacer intervenir un instrumen­
to concreto para formalizar éstas. El contrato, en tanto que recurso 
disponible, aparece como vehículo susceptible de concretizar la coor­
dinación horizontal y transversal de la acción pública. En tanto que 
instrumento asociado a la gobernanza, el contrato hace posible que el 
desplazamiento del límite entre lo público y lo privado, característico 
de nuestros tiempos, esté acompañado de mecanismos claros de coor­
dinación. 

Lo anterior no es anodino; el policentrismo a partir del cual se 
parte hacia una coordinación de esfuerzos y hacia la consolidación de 
un gobierno metropolitano intensifica, de entrada, los intercambios 
de esos gobiernos. Se trata en principio de procesos de negociación y 
cooperación multinivel y multiagente en los cuales municipios, estados, 
federación y agentes no públicos expresan y ajustan sus intereses lle­
gando a asumir compromisos mutuos. En este proceso los convenios 
aparecen como una herramienta clave de la acción pública metropo­
litana pues convierten a los participantes en contratantes de obligacio­
nes para la ejecución de obras y acciones concretas. De esta forma las 
prácticas cooperativas y el convenio constituyen un medio de articula­
ción de voluntades e inercias en los múltiples polos de poder público 
y privado que conviven en un territorio metropolitano, y en consecuen­
cia son una modalidad central en la ejecución de obras públicas. 

La figura de los convenios intermunicipales (o interdelegaciones, 
en fin, intergubernamentales) para objetivos específicos como alter­
nativa a la constitución de entidades de poder público metropolitano 
y aun de organismos deliberativos sin poder público (del tipo de las 
comisiones metropolitanas referidas), se asociajustamente a los fenó­
menos y esquemas de coordinación que se presentan en México ac­
tualmente. Los gobiernos municipales en los espacios metropolitanos, 
al estar confrontados a la necesidad de cumplir con las exigencias de 
la sociedad, comienzan a interesarse en este tipo de convenios. Este 
recurso es, hoy por hoy, más viable que la supresión de municipios. 

Esta reflexión sobre la conformación de un gobierno metropoli­
tano nos remite a la "paradoja de las políticas públicas locales" puesta 
en evidencia por Le Gales (1995: 90). En efecto, con el movimiento 
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de descentralización, los municipios fueron ganando interés al ser 
generadores de política pública, en tanto que los movimientos de 
privatización de los servicios y de fragmentación del gobierno urbano 
no han hecho otra cosa sino poner en duda su existencia. La reforma 
al municipio mexicano de 1983 y 1999 primero, y la aparición de leyes 
"generales" que conceden competencias a los tres órdenes de gobier­
no (ley general de asentamientos humanos, de equilibrio ecológico y 
protección al ambiente, de salud, etc.), hicieron de los municipios 
actores clave de la acción pública. Ese fortalecimiento provocó que 
dicha acción en escenarios metropolitanos se balcanizara y se volviera 
policéntrica; convirtió la articulación de la acción pública tanto entre 
municipios, como con otros niveles de gobierno y con actores privados 
en un desafío ineludible. 
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